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Sobre: 
Cobro de Dinero 
(Ordinario), Daños, 
Despido Injustificado 
(Ley 80-1976), 
Incumplimiento de 
Contrato, 
Prohibición de 
Represalias Contra 
el Empleado 

 

Panel integrado por su presidenta; la Juez Ortiz Flores, la Juez 

Nieves Figueroa y la Juez Lebrón Nieves  
 
Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones la parte 

demandada peticionaria La Cooperativa de Viviendas Los Robles (en 

adelante, Cooperativa o parte demandada peticionaria) mediante el 

recurso de certiorari de epígrafe y nos solicita la revisión de la 

Resolución emitida por el Tribunal de Primera de Instancia, Sala de 

San Juan, el 17 de diciembre de 2019, notificada en la misma fecha. 

Mediante el aludido dictamen, el foro recurrido declaró No Ha Lugar 

el escrito presentado por la Cooperativa titulado, Reclamo de 

Privilegios en Respuesta a Requerimiento de Producción de Actas de 

la Junta de Directores y de Asambleas de Socios de la Cooperativa 

de Viviendas Los Robles. 

De otra parte, el 31 de enero de 2020 la parte demandada 

peticionaria presentó Urgente Solicitud de Orden en Auxilio de 
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Jurisdicción. En la referida moción, la Cooperativa solicita la 

paralización de la Resolución recurrida, hasta tanto este foro 

apelativo disponga del recurso de epígrafe. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

deniega la expedición del auto de certiorari incoado. 

Consecuentemente, se declara No Ha Lugar la Urgente Solicitud de 

Orden en Auxilio de Jurisdicción. 

I 

El caso de epígrafe tiene su origen en una Demanda 

presentada el 4 de junio de 2018, por la Sra. América Pérez 

Hernández (en adelante, parte demandante recurrida) en contra de 

la Cooperativa. Por su parte, la Cooperativa contestó la demanda el 

16 de junio de 2018.   

Luego de varias incidencias procesales, el 17 de enero de 

2019, la Cooperativa presentó escrito titulado Reclamo de Privilegios 

en Respuesta a Requerimiento de Producción de Actas de la Junta de 

Directores y de Asambleas de Socios de la Cooperativa de Viviendas 

Los Robles.  

Examinada la antes referida moción, el 17 de diciembre de 

2019, notificada en la misma fecha, el foro a quo, declaró la misma 

No Ha Lugar. Específicamente, el foro recurrido concluyó lo 

siguiente: 

A tenor con lo antes expuesto, se declara No Ha Lugar 
la Solicitud de Orden Protectora presentada por la 
Cooperativa de Viviendas Los Robles en el caso de 

epígrafe, para los documentos que sometió sellados al 
Tribunal la Cooperativa. Ninguno de los documentos 

examinados requiere la clasificación de los privilegios 
que reclama dicha parte demandada. 
 

Resolvemos que los documentos solicitados y que aquí 
hemos evaluado, son pertinentes y relevantes a la 
controversia que tiene este Tribunal ante su 

consideración. Resolvemos además que la información 
solicitada no está protegida por el privilegio de secreto 

de negocio ni tampoco por el privilegio abogado-cliente. 
No obstante ello, para proteger el reclamo de 
información de terceros que no son parte en el caso, 

emitimos la orden transcrita en el próximo párrafo. 
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En este caso, no hemos encontrado ningún documento 
que cumpla los requisitos para ser considerado secretos 

de negocio ni privilegio abogado cliente. Por ello 
resolvemos que ninguno de los documentos en que se 

reclaman esos privilegios y que fueron examinados por 
el Tribunal, constituyen secretos de negocio ni los 
protege el privilegio abogado-cliente. El Tribunal ordena 

a la parte demandada que tienen que entregar todos 
estos documentos a la parte demandante por conducto 
de los abogados de esta en diez (10) días. Se le ordena 

expresamente a la parte demandada que entregue estos 
documentos a la parte demandante dentro de los 

próximos diez (10) días. 
 

En desacuerdo nuevamente con dicho dictamen, la parte 

demandada peticionaria acude ante nos y le imputa al foro de 

primera instancia la comisión del siguiente error: 

• Primer error: Erró el TPI al no resolver una 

controversia sobre privilegios evidenciarios conforme a 

la norma vinculante de Ponce Advance Medical Group 

Network, Inc. v. Santiago González, 197 D.P.R. 891 

(2017).   

• Segundo error: Erró el TPI al no ejercer su discreción 
judicial para resolver la solicitud de privilegios 
evidenciarios.   
 

 
II 

 

El Certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual un 

tribunal de jerarquía superior puede revisar a su discreción una 

decisión de un tribunal inferior.  Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 

913, 917 (2009).  Distinto a los recursos de apelación, el tribunal de 

superior jerarquía tiene la facultad de expedir el auto de Certiorari 

de manera discrecional.  La discreción del foro apelativo intermedio 

“debe responder a una forma de razonabilidad, que aplicada al 

discernimiento judicial, sea una conclusión justiciera y no un poder 

para actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del 

Derecho”.  Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 

(2008). De esa manera, la discreción se "nutr[e] de un juicio racional 

apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un sentido llano de 

justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, sin tasa ni 
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limitación alguna". (Citas omitidas). SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414, 435 (2013). 

Ahora bien, dicha “discreción no opera en lo abstracto. A esos 

efectos, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40, enumera los criterios que dicho foro deberá 

considerar, de manera que pueda ejercer sabia y prudentemente su 

decisión de atender o no las controversias que le son planteadas”.  

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 97.  La precitada 

Regla dispone lo siguiente: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 

criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 
  
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 
 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
(E)  Si la etapa de los procedimientos en que se presenta 

el caso es la más propicia para su consideración. 
 
(F)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causa un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

 
(G)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 

 

Sin embargo, “ninguno de los criterios antes expuestos en la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, es 

determinante, por sí solo, para este ejercicio de jurisdicción, y no 

constituye una lista exhaustiva”. García v. Padró, 165 DPR 324, 327 

(2005). Por lo que, de los factores mencionados “se deduce que el 

foro apelativo intermedio evaluará tanto la corrección de la decisión 

recurrida, así como la etapa del procedimiento en que es presentada; 
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esto, para determinar si es la más apropiada para intervenir y no 

ocasionar un fraccionamiento indebido o una dilación injustificada 

del litigio”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 97. 

El certiorari, como recurso extraordinario discrecional, debe 

ser utilizado con cautela y solamente por razones de peso.  Pérez v. 

Tribunal de Distrito, 69 DPR 4, 7 (1948).  Éste procede cuando no 

está disponible la apelación u otro recurso que proteja eficaz y 

rápidamente los derechos del peticionario.  Pueblo v. Tribunal 

Superior, 81 DPR 763, 767 (1960).  Además, como se sabe, "los 

tribunales apelativos no debemos, con relación a determinaciones 

interlocutorias discrecionales procesales, sustituir nuestro criterio 

por el ejercicio de discreción del tribunal de instancia, salvo cuando 

dicho foro haya incurrido en arbitrariedad o craso abuso de 

discreción".  Meléndez v. Caribbean Int’l News, 151 DPR 649, 664-

665 (2000); Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 

Cónsono con lo anterior, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha expresado también que “de ordinario, el tribunal apelativo no 

intervendrá con el ejercicio de la discreción de los tribunales de 

instancia, salvo que se demuestre que hubo un craso abuso de 

discreción, o que el tribunal actuó con prejuicio o parcialidad, o que 

se equivocó en la interpretación o aplicación de cualquier norma 

procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa 

etapa evitará un perjuicio sustancial”. Zorniak Air Servs. v. Cessna 

Aircraft Co., 132 DPR 170, 181 (1992). 

Debe quedar claro que la denegatoria a expedir, no implica la 

ausencia de error en el dictamen, cuya revisión se solicitó ni 

constituye una adjudicación en sus méritos. Por el contrario, es 

corolario del ejercicio de la facultad discrecional del foro apelativo 

intermedio para no intervenir a destiempo con el trámite pautado 

por el foro de primera instancia. Ahora bien, la parte afectada por la 

denegatoria a expedir el auto de certiorari podrá revisar dicha 
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determinación cuando el Tribunal de Primera Instancia dicte 

sentencia final y esta resulte adversa para la parte. Torres Martínez 

v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 98. 

Por último, cabe señalar que la denegatoria de un tribunal 

apelativo a expedir un recurso de certiorari no implica que el 

dictamen revisado esté libre de errores o que constituya una 

adjudicación en los méritos. Cacho Pérez v. Hatton Gotay, 195 DPR 

1, 12 (2016). 

III 

Como dijéramos, en el caso ante nos, la parte demandada 

peticionaria nos solicita la revisión del dictamen emitido por el foro 

a quo, en el cual declaró No Ha Lugar la moción titulada Reclamo de 

Privilegios en Respuesta a Requerimiento de Producción de Actas de 

la Junta de Directores y de Asambleas de Socios de la Cooperativa 

de Viviendas Los Robles. Específicamente, sostiene dicha parte que 

erró el foro primario “al no resolver una controversia sobre 

privilegios evidenciarios conforme a la norma vinculante de Ponce 

Advance Medical Group Network, Inc. v. Santiago González, 197 

D.P.R. 891 (2017)” y “al no ejercer su discreción judicial para 

resolver la solicitud de privilegios evidenciarios”.   

Evaluado el recurso presentado por la parte demandada 

peticionaria colegimos que no procede la expedición del auto 

solicitado. Los señalamientos de errores antes reseñados no pueden 

activar nuestra jurisdicción discrecional en el caso de autos.  

La decisión recurrida no es manifiestamente errónea y 

encuentra cómodo asilo en la sana discreción del Tribunal de 

Primera Instancia. Se trata de un asunto referido a esa discreción, 

como foro que atiende y administra el litigio. Después de todo, son 

los juzgadores de primera instancia los que están en mejor posición 

para organizar el desarrollo del caso y pautar los procedimientos de 

rigor y, para ello, necesitan la más amplia flexibilidad y deferencia 
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de los foros apelativos. Tampoco ha logrado la parte demandada 

peticionaria persuadirnos de que nuestra abstención apelativa en 

este momento y sobre el asunto planteado constituiría un rotundo 

fracaso de la justicia. Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra. 

Por último, aclaramos que esta determinación no es óbice que 

este asunto sea traído nuevamente en la apelación.    

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la 

expedición del auto de certiorari incoado. Consecuentemente, se 

declara No Ha Lugar la Urgente Solicitud de Orden en Auxilio de 

Jurisdicción. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


